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Acusado: 

 JEFFERSON DANILO FAJARDO PARRA

Proceso: 


 Penal – Revoca fallo absolutorio y condena

Magistrado Sustanciador: 
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas:


HOMICIDIO CULPOSO / ACCIDENTE DE TRÁNSITO / APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE SEGURIDAD. “En el juicio se estableció en el proceso que el señor Serafín Londoño ingresó de manera intempestiva a la vía por donde transitaba el taxista Fajardo, actuación que desde un punto de vista causal tuvo injerencia en el resultado producido. En principio se podría pensar que la conducta atribuida a la víctima significó una vulneración del principio de confianza, en la medida en que la persona que conduce su vehículo por el carril que le corresponde tiene la expectativa de que este no va a ser invadido de manera inesperada por un tercero, como ocurrió en el caso en estudio. Sin embargo, en atención a las particularidades del caso, se debe decir que frente a la situación específica del señor Fajardo Parra, no resulta viable aplicar el principio de confianza para eximirlo de responsabilidad penal, como se hizo en el fallo de primera instancia, ya que igualmente se comprobó que el acusado transitaba a exceso de velocidad en un sector donde había alta afluencia de personas y no funcionaban los semáforos, situación que debía conocer el procesado en ejercicio de sus labores habituales como taxista, fuera de que el motorista tuvo la posibilidad de observar a la víctima, a una distancia cercana a una cuadra del sitio donde la impactó. Por tales razones, el asunto no se puede resolver en favor del incriminado, acudiendo al principio de confianza, pues lo que se desprende es que en este caso el señor Fajardo tenía el deber de asumir el principio de seguridad, conforme a lo decidido en CSJ SP del 16 de octubre de 2013, radicado 39023, (…) [N]o resultó acertado el argumento del juez de primer grado, ya que es opuesto al precedente referido, para sustentar la absolución del acusado en la presunta culpa exclusiva de la víctima, situación que aparece desvirtuada en razón de las circunstancias concretas que rodearon el presente caso, que indican de acuerdo a la prueba practicada, que en razón de la situación particular del señor Londoño Gallego, derivada de su edad avanzada, no era posible exigirle un pleno conocimiento del acto que realizó, hasta el punto de que era necesario que se le prestara colaboración para cruzar las calles, lo cual desvirtúa el elemento consciente o voluntario de la figura de la autopuesta en peligro de la víctima en este caso, y que paralelamente el señor Fajardo Parra, al transitar a una velocidad excesiva por el sitio donde se produjo el accidente, no asumió el deber de defensa o de seguridad a que estaba obligado en ejercicio de sus labores como conductor, con lo cual vulneró el deber objetivo de cuidado e incrementó el riesgo permitido, siendo determinante su conducta para que se produjera el resultado jurídico, esto es, el homicidio imprudente del señor Serafín Londoño Gallego. 7.20 Con base en las razones enunciadas, esta colegiatura revocará la decisión de primera instancia y en su lugar se proferirá sentencia condenatoria contra el procesado Jefferson Danilo Parra Fajardo, como responsable del delito de homicidio culposo del cual fue víctima el señor Serafín Londoño Gallego.”.
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	Radicación
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	Procesado
	 Jefferson Danilo Fajardo Parra

	Delito
	Homicidio Culposo 

	Juzgado de conocimiento 
	Sexto Penal del Circuito de Pereira 

	Asunto 
	Resolver recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia de primera instancia 


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por la Delegada de la FGN en contra de la sentencia proferida por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, mediante la cual absolvió al señor Jefferson Danilo Fajardo Parra, por el delito de homicidio en  modalidad culposa.
2. ANTECEDENTES

2.1 El supuesto fáctico contenido en el escrito de acusación
 es el siguiente: 
Los hechos tuvieron ocurrencia el trece (13) de mayo de dos mil once (2011), día viernes, a eso de las ocho y treinta (8:30) de la mañana, en la calle 41 frente al Nro. 9B-G9, cuando se desplazaba por el lugar el vehículo taxi, de placas SJT 971 conducido por el señor JEFFERSON DANILO FAJARDO PARRA, a gran velocidad, atropellando a un peatón que apenas bajaba del andén para cruzar la vía. El vehículo se movilizaba sentido sur norte y el peatón occidente oriente, o sea que el taxi bajaba por la calle 41 hacía la carrera 8 y el peatón pretendía cruzar frente a la plaza de mercado central que esta ubicada en el lugar. Los hechos se desarrollaron exactamente sobre la línea blanca que hay sobre la vía, conocida esta señal de tránsito, como cebra”
2.2 El 5 de septiembre de 2012 se realizó la audiencia de formulación de imputación contra el procesado por el delito de homicidio culposo

2.3 El juzgado Sexto Penal del Circuito asumió el conocimiento de la causa (folio 7). La audiencia de formulación de acusación se cumplió el 30 de enero de 201 (folio 9).  La audiencia preparatoria se celebró el 16 de diciembre de 2013 (folio 15-16). El juicio oral se llevó a cabo en sesiones del 19, 20 y 29 de agosto de 2014 (folio 90 y 91). La sentencia absolutoria fue proferida el 17 de abril de 2015 (folio 97-116). 
2.4 La delegada de la FGN impugnó el fallo proferido a favor del acusado.

3. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO

Se trata de Jefferson Danilo Fajardo Parra, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 1.088.004.017 de Dosquebradas, nacido en ese municipio el 28 de agosto de 1990, es hijo de Bernandro y Doracelly; de ocupación conductor de taxi. 
4. FUNDAMENTOS DEL FALLO

En el caso en estudio el juez de conocimiento al analizar la prueba practicada en el proceso, consideró que se debía resolver si el señor Jefferson Fajardo Parra, en su calidad de conductor del vehículo de servicio público con que le causó la muerte a la víctima Serafín Londoño Gallego, era responsable del delito de homicidio culposo por el hecho de haber transitado por el lugar de los hechos a una velocidad excesiva, o si se debía aceptar el argumento de su defensora en el sentido de que el accidente investigado se presentó por culpa exclusiva de la víctima.
El A quo expuso que existían testimonios como los de las guardas de tránsito Sonia Amparo Barco García y Angélica Porras Ruiz, del abogado Luis Fernando Moreno Bustamante quien venía como pasajero del taxi conducido por el acusado, y del señor Sigifredo Duarte Castro amigo de la víctima, según los cuales el vehículo conducido por el señor Fajardo excedió la velocidad permitida en el sector, que era de 30 km/h.

Sin embargo consideró que tales declaraciones no eran confiables para establecer ese hecho que se debió acreditar a través de un dictamen de física forense. 
En consecuencia consideró que la conducta atribuida al procesado no constituyó causa eficiente del homicidio del señor Londoño, ya que si un peatón atraviesa una vía de manera imprudente como ocurrió en este caso de acuerdo a su criterio, esa conducta puso al conductor del taxi en imposibilidad de evitar el suceso.

En ese orden de ideas el A quo expuso que pese a que se advertía la existencia de un comportamiento antinormativo por parte del acusado, al conducir su vehículo a una velocidad excesiva para el sitio por donde transitaba, lo que resultó determinante para la causación de la muerte del señor Londoño, el resultado fue provocado por el acto imprevisto y temerario del peatón, por lo cual, cualquiera que hubiera sido el comportamiento del conductor del taxi, no habría podido evitar el accidente, de acuerdo a los testimonios presentados por la FGN y la defensa, las fotografías y los planos levantados, que demostraban que el señor Londoño atravesó la calle sin tomar ninguna precaución lo que resultó determinante para la causación del accidente.
En ese sentido el juez de conocimiento le otorgó especial credibilidad al testimonio del abogado Moreno Bustamante, y expuso que este profesional había dicho que antes de que se presentara la colisión contra el señor Londoño, el taxista ya había incurrido en varias conductas imprudentes y que incluso manejaba rápidamente su vehículo cuando impactó a la víctima. Empero, en criterio del fallador esta conducta no resultó relevante, ante la actitud imprudente del señor Serafín Londoño Gallego, quien era una persona mayor de edad, que ingresó intempestivamente a la vía por la que transitaba el taxi, por lo cual la velocidad a la que iba ese automotor no tuvo ninguna injerencia en el resultado producido.
Para el juez de primer grado, a este hecho se debían sumar los testimonios entregados por Norberto Cardona Jiménez y Ernesto Antonio Loaiza, que indicaban que la víctima fue impactada en la calzada por donde circulaba el taxi, manifestación que fue corroborada por las guardas de tránsito antes mencionadas en el sentido de que el señor Londoño recibió el impacto de la mitad de la vía, hecho que fue confirmado con el testimonio del agente de tránsito José Alexander Muñoz, según el cual, el lago hemático fue hallado en ese punto, lo que refirió igualmente el abogado Moreno Bustamante, quien indicó que la víctima recibió el golpe a 3 o 4 metros de la acera que quedaba al lado derecho.

En consecuencia, en el fallo recurrido se consideró que pese a que se había presentado una conducta imprudente por parte del conductor del taxi, ya que transitaba con rapidez cuando se produjo la colisión, tal conducta no había sido determinante para la generación del accidente que fue propiciado por culpa exclusiva de la víctima, que era un hombre octogenario, que se abalanzó o se precipitó al pasar el vehículo de servicio público, quien con o sin exceso de velocidad tenía derecho a confiar que el peatón que no cruzó por la “cebra” como era su deber, no fuera a invadir intempestivamente su carril, lo que generó una situación de culpa exclusiva de la víctima, con base en la cual se debía exonerar de responsabilidad al acusado.
5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO.

5.1 Delegada de la FGN (Recurrente)

La delegada de la FGN controvierte el argumento esencial de la sentencia de primera instancia, en lo relativo a la injerencia que tuvo la conducta de la víctima como acto determinante para la ocurrencia del accidente.

En su criterio el hecho no se presentó por culpa exclusiva del señor Londoño, como lo consideró el A quo, sino que fue responsabilidad del conductor del taxi, quien guiaba a una velocidad excesiva por el sector donde se produjo el accidente, vulnerando las normas del CNT, por lo cual se puede concluir que si el taxista no hubiera maniobrado el rodante a esta velocidad no se había producido el resultado causado, o al menos se habría generado uno de menor entidad, ya que en este caso la víctima recibió un fuerte golpe en la cabeza al colisionar con la parte delantera del vehículo 

La censora citó una decisión de esta Sala del 13 de abril de 2012, M.P. Manuel Yarzagaray Bandera, donde se hizo referencia a las situaciones de fuerza mayor o de caso fortuito, como causal de exención de responsabilidad y su relación con los elementos de imprevisibilidad e irresistibilidad del hecho. 

Consideró que en este caso el accidente era previsible, ya que el conductor del taxi era consciente de que podía generar un resultado lesivo para la integridad de las personas por el hecho de conducir a exceso de velocidad en un lugar transitado, situación que fue confirmada con el testimonio de los guardas de tránsito Sonia Amparo Barco García, Angélica Porras Ruiz y José Alexánder Muñoz y la velocidad a la que conducía el procesado, quien venía accionando el pito de su vehículo,  lo cual fue verificado con el testimonio que entregó el pasajero Luis Fernando Moreno Bustamante, quien hizo referencia a un comportamiento antinormativo del señor Fajardo, mientras lo transportaba.

Dijo que en la sentencia de primera instancia no se tuvo en cuenta el dictamen que se introdujo con la física forense Luz Adriana Torres Garzón, con el cual se comprobó que en el lugar donde quedó el lago hemático la velocidad mínima del taxi era de 42 km/h.

Expuso que pese a que no se estableció la velocidad del automotor para el momento en que ocurrió el atropellamiento, no se puede desconocer la conducta imprudente del procesado ya que la velocidad mínima del sitio era de  30 k/ph, lo que corrobora las manifestaciones de los testigos que se refirieron al exceso en la marcha con que transitaba el procesado, fuera de lo expuesto por el médico forense sobre la gravedad de las lesiones sufridas por la víctima y en especial que su muerte se debió al impacto que sufrió en la cabeza.
Por lo anterior la recurrente considera que en este caso no se presentó la situación de fuerza mayor o de caso fortuito invocada por el juez de primer grado, ya que el conductor del taxi era consciente de lo que podía suceder si conducía su vehículo con imprudencia al vulnerar los reglamentos de tránsito, lo que no le importó al señor Fajardo, quien obró de manera irresponsable al ejercer una actividad de alto riesgo, lo que produjo la colisión que terminó con la vida del señor Londoño, por lo cual no se puede pregonar que ese hecho se hubiera producido por culpa exclusiva de la víctima.
Pide que se revoque fallo de primera instancia y se dicte una sentencia condenatoria en contra del procesado.
6. SINOPSIS PROBATORIA:

6.1 PRUEBAS DE LA FGN.

6.1.1 SONIA AMPARO BARCO GARCÍA (Agente del Instituto Municipal de Tránsito) 

Para el 13 de mayo de 2011, trabajaba para el Instituto Municipal de Transito.

En esa fecha presenció un accidente que se presentó en la calle 41 carrera 9 bis de esta ciudad sector de “Impala”.

Se encontraba con su compañera Ángela María Porras, cuando escucharon que un taxi venía pitando, desde antes de la intersección de la carrera 12. Estaba entre la carrera 9 bis y la 10. El taxi pasó por la carrera 10 y más abajo vieron cuando arrolló a un peatón que quedó inconsciente.

Se dirigieron a ese lugar, ubicado más o menos a 20 pasos del lugar en el que se encontraban. Llamaron a una ambulancia que llegó a los 10 o 15 minutos. Le firmaron el documento del primer respondiente a su compañero Alexander Muñoz quién procedió hacer el informe.

No vio el sitio donde se encontraba el peatón, frente al andén mas próximo, ya que estaban de espaldas. Lo que observaron fue el sentido en el que venía el vehículo y la insistencia con que pitaba su conductor.

Cuando miraron hacia atrás percibieron que había arrollado al peatón, quien estaba cruzando por la mitad de la calle, que es de dos carriles, por lo cual pitaba el taxista en señal de advertencia y fue golpeado con la parte delantera derecha del vehículo, lo que debió quedar consignado en el informe.

El cuerpo de la víctima quedó en posición fetal, de lado y tenía un pie fracturado.

Luego del impacto el taxi se detuvo en un sitio más allá de la intersección debido a su velocidad. La víctima quedó antes de la intersección. Se dieron cuenta de que había una persona que la venía acompañando en el momento en que llegaron los testigos, quien incluso le ayudó cuando arribó la ambulancia.

El taxista se encontraba muy asustado, ya que unas personas que estaban presentes en lugar de los hechos, de la galería intentaron agredirlo y dañaron el vehículo, quienes decían que el conductor había alcanzado a ver a la víctima por lo cual debió haberse detenido.
Para el momento de los hechos, por donde cruzó el peatón no había carros estacionados, solo habían carros parqueados en la carrera 10, que era el sitio que ella y su compañera estaban despejando.

El accidente se presentó entre las 8:30 u 8:40 de la mañana, sobre el carril derecho bajando de la Avenida 30 de Agosto. La visibilidad era buena, porque ya habían hecho la labor de despeje de carros en esa zona. Había señalización en la vía. Las personas que conducen en el sector deben hacerlo a una velocidad moderada, ya que en esa zona hay muchos peatones, y personas que cruzan con objetos. La vía estaba seca y el carril se hallaba despejado. 

Cuando escuchó el pito del vehículo estaba al frente del taxi. Su conductor bajó la falda con mucha velocidad y empezó a pitar antes de la intersección de la carrera 10, cuando estaba casi a una cuadra del lugar del impacto. La velocidad permitida en esa vía es de 30 kilómetros por hora por ser zona residencial y escolar. 

En el contrainterrogatorio expuso que no había podido ver la ubicación de la víctima, ya que estaba de espaldas. Lo describió como una persona de la tercera edad, con muy poca movilidad, que usaba un bastón por su contextura física. El sector donde ocurrió el accidente es mixto, ya que hay viviendas y zona comercial.

Creyó que el taxista venía pitando por alguna emergencia.

6.1.2 ANGÉLICA PORRAS RUIZ (agente de tránsito)

El día de los hechos laboraba para el Instituto de Tránsito de Pereira.

Estaba asignada al sector de “Impala”. Se hallaba ubicada sobre la calle 41 entre las carreras 10 y 9 bis, cuando escuchó que bajaba un vehículo que venía pitando.

Inicialmente pensó que se trataba de un carro en emergencia que estaba pidiendo vía. Vio que el pasajero que iba en la parte de atrás y se encontraba normal. 

Cuando volteó a mirar hacia atrás el peatón se encontraba en el aire y no hubo tiempo de reaccionar.

Le brindaron los primeros auxilios a la víctima. Unas personas querían golpear al taxista y tuvieron que pedir apoyo a la Policía. 

La gente decía que el conductor transitaba muy rápido según la velocidad que es permitida para ese sector. Considera que el taxista excedió los límites de velocidad permitidos y pudo ver a la víctima, por lo cual no tuvo tiempo para reaccionar y frenar, ya que se trataba de una zona peatonal concurrida. La velocidad permitida en el sector es de 30 k p/h.

No recuerda en qué posición quedó la víctima ya que no le brindó los primeros auxilios.

No escuchó cuando el taxi frenó. El vehículo quedó a unos 3 o 5 metros del peatón sobre el carril izquierdo. Un compañero suyo realizó el croquis. En la vía hay señales de zona peatonal entre otras.
El conductor del taxi estaba muy asustado porque la gente lo quería agredir. En ningún momento intentó huir del lugar del hecho.

Por el impacto en el vehículo, el peatón debió ser golpeado por el lado derecho. Algunas personas dijeron que la víctima estaba acompañada, pero se hallaba solo al momento del accidente.

Del sitio donde se encontraba al lugar del accidente había aproximadamente unos 15 o 20 metros.

Al ser contrainterrogada dijo que sólo presenció lo que había narrado anteriormente.

El peatón era una persona de la tercera edad, con poca movilidad, que usaba un bastón. Solo vio su cuerpo en el aire.

En ese sector los vehículos generalmente transitan despacio, por las características de la zona, fuera de que hay un cruce peligroso en la carrera 9ª bis, donde están ubicados unos semáforos que nunca han funcionado. Hay muchos transeúntes por el sector.

No supo porque razón estaba pitando el taxista, considera que era para alertar al peatón que estaba cruzando la vía.

Al ser interrogada por el juez de conocimiento en razón de su experiencia como guarda de tránsito, y por haber dicho que vio el cuerpo de la víctima cuando fue lanzado, dijo que el punto de impacto del peatón, fue sobre la línea de separación del carril exactamente sobre el carril izquierdo, ya el peatón estaba en la mitad de la calle.
No supo si el afectado salió del carril izquierdo o el derecho. No vio que hubiera huella de frenada. Según su experiencia, el taxista debió haber visto al peatón desde el momento en que empezó a pitar, es decir desde la carrera 10, o sea una cuadra antes del lugar del impacto. No hubo forma de determinar la velocidad a la que iba el conductor del vehículo de servicio público. Si el taxista hubiera ido a 30 km/ph habría podido frenar a tiempo, o al menos habría esquivado al peatón. 

6.3 JOSÉ ALEXÁNDER MUÑOZ (agente de tránsito y técnico en criminalística)

Para la fecha del 13 de mayo de 2014 laboraba como funcionario de la Oficina de Tránsito de esta ciudad.

Ese día las agentes Sonia Barco y Angélica Porras, le comunicaron que se había presentado un accidente, en el sitio donde ellas estaban laborando.

Al llegar al lugar hizo el informe topográfico y fotográfico de la escena. La Policía trasladó al conductor del taxi al Palacio de Justicia ya que la gente intentaba agredirlo.

Dentro del taxi había un testigo que trabajaba en ese edificio.
En el informe se hizo un bosquejo y se tomaron fotografías de la escena de los hechos.

Se le practicó prueba de alcoholemia al taxista.

Los hechos se presentaron exactamente en la calle 41 con carreras 10 y 9 bis, entre las 8:00 u 8:30 am; el estado de la vía era normal, el clima estaba seco, la visibilidad era corriente.

Reconoció y explicó el informe topográfico que incluía el álbum fotográfico, con base en la trayectoria del taxi en la calle 41 y del peatón. Se trata de una vía de doble sentido con 4 carriles y hay un semáforo que no funciona. Las fotos muestran la parte del carro con la que se impactó al peatón.

Según lo que dijeron los testigos se presentó un posible exceso de velocidad por parte del conductor del taxi, lo que causó el accidente.

El vehículo recibió el impacto en el retrovisor derecho y el “bomper” delantero.
El punto de impacto en la vía según la posición del vehículo y el lago hemático, pudo haber sido en la mitad de la calzada que llevaba el conductor del taxi, que estaba ubicado antes del lago hemático.

No quedaron huellas de frenado en la vía, que estaba seca. Unas personas iban a golpear al conductor ya que la víctima trabajaba en la plaza de mercado y porque les pareció que el taxista había actuado de manera imprudente.

El vehículo sufrió daños el retrovisor derecho y el parabrisas delantero, por causa del impacto con el peatón. Se admitieron como pruebas las evidencias 1 y 2. 

Al ser contrainterrogado dijo que el punto de impacto no era el mismo que el del lago hemático, ya que según los testigos cuando el vehículo golpeó al peatón, este quedó en un lugar distinto al que se hallaba inicialmente. El lago hemático estaba a 2 metros 10 centímetros del andén y el ancho de la vía es de 6 metros, según lo consignado en el informe de tránsito, o sea que no necesariamente el punto de impacto estaba cerca al andén ya que como lo mencionó anteriormente debido al impacto el cuerpo pudo quedar movido. El cruce peatonal estaba a unos 6 o 7 metros.

6.1.4 PEDRO PABLO MONROY (Agente de tránsito, perito en automotores) 

Se refirió al documento correspondiente a la inspección ocular que le practicó al vehículo Hyunday de placas SJT 971.

En la parte delantera en el capó desde la parte de adelante hacia atrás había una mancha de color negro, que puede haber sido de un zapato o una correa que desprendiera este color.

El parabrisas en la parte delantera derecha quedó totalmente destruido de forma convexa, es decir de adentro hacia afuera, al igual que el espejo lateral derecho.

Los sistemas de freno, incluido el de emergencia, sistemas ópticos y acústicos y el labrado de las llantas del vehículo correspondían a lo ordenado en las normas de tránsito. Se encontró que el vidrio parabrisas delantero fue golpeado por la cabeza o por el hombro de la víctima. La mancha que mencionó en el “capó” del carro estaba diagonal hacia el lado derecho del vehículo. El “bómper” no presentaba daños 

6.1.5 LUIS FERNANDO MORENO BUSTAMANTE (testigo directo).

Presenció los hechos ya que iba como pasajero en el taxi conducido por el acusado.

Se refirió al comportamiento inicial del taxista, manifestado que le había incomodado su actitud al tomar la carrera, ya que inicialmente adelantó un vehículo en subida en un sector que era de doble vía; venía hablando por celular y al llegar a la Avenida Sur hizo otra maniobra imprudente al adelantar un carro por la derecha. 
El taxista conducía a una velocidad excesiva al transitar cerca de la galería de esta ciudad, dada la hora y la afluencia de personas en el lugar. Al bajar de la Avenida 30 de Agosto, cuando menos pensó vio que había una gresca en la calle, no sabe si estaban discutiendo, charlando, jugando, o si la víctima recibió un golpe de otra persona o trató de evitarlo. En ese momento esa persona se desplazó hacia la mitad de la vía. 

Luego sintió el impacto contra la cabeza del peatón. El taxista que transitaba a una velocidad excesiva frenó a unos 10 o 20 metros más adelante del punto de la colisión.

No recuerda si el conductor pitó antes el accidente.

La colisión se produjo a unos tres o cuatro metros del andén.

Vio que el taxi le había pegado en la cabeza a un anciano.

El impacto fue en la mitad de la vía que es para dos vehículos y ocurrió en el carril contrario a aquel por donde transitaba el taxi. El conductor no trató de huir del sitio. No vio que los transeúntes le hubieran causado daños al taxi. 

La ambulancia llegó muy rápido y de inmediato le brindaron la atención a la víctima. El taxista le dijo que le dejara su teléfono, que luego lo contactaba. 

Al ser contrainterrogado, dijo que vio a la víctima antes del accidente.

Cree que el anciano previamente trataba de evitar un golpe. El carro impactó la cabeza de la víctima, que estaba en la calzada, donde se presentaba una especie de altercado y le “hicieron un lance”. El señor “se tiró” a la vía como si estuviera evitando algo. No vio que llevara ningún objeto.

Lo que más recuerda es el momento en que el parabrisas del carro impactó la cabeza de la víctima, que era un hombre mayor. En ese momento el señor estaba solo.

No puede precisar exactamente la velocidad del taxi al transitar por la calle 41.

En el redirecto dijo que la víctima reaccionó frente a algo que le pasó e ingresó rápidamente a la vía donde fue atropellado y que por causa de la velocidad a la que transitaba el taxi y estar cerca de la línea de separación de la vía, su conductor no pudo hacer ninguna maniobra para esquivarlo.

Ante una pregunta del juez dijo que el conductor iba muy rápido por el sector de la calle 41, teniendo en cuenta que transitaba por una zona donde había mucha afluencia de público .Agregó que “el viejito” trató de huir de algo, no tuvo tiempo de mirar lo que venía y en ese momento se produjo el impacto. 

6.1.6 SIGIFREDO DUARTE CASTRO (testigo directo) 

El día de los hechos fue a desayunar con la víctima llamada Serafín, de 82 años de edad con quien tenía una relación cercana ya que trabajaban juntos.

Para pasar la calle lo tomó de la camisa ya que a Serafín “había que cuidarlo” 

El señor Serafín se quedó y no cruzó la calle.

Le dijo a Serafín que se quedara quieto mientras iba por él. En ese momento pasó un carro velozmente y “se lo llevó”. El vehículo se detuvo mucho después. Su conductor tuvo la intención de escaparse.

Los hechos ocurrieron la calle 40 en el sector de las galerías.

Cuando cogió de la camisa a Serafín para que cruzara la calle, éste se quedó parado. Luego vio que el taxi lo había arrollado.

Después de que él pasó la calle, le dijo a Serafín que lo esperara para cruzar o que le diera la indicación ya que su amigo estaba muy viejo y había que protegerlo. Serafín se quedó esperándolo por ahí a unos 50 centímetros del andén.

No hubo ningún problema con otras personas antes de que fueran a cruzar la vía.

El vehículo arrolló a su amigo con la parte del vidrio delantero, lo tiró; luego le pasó por encima y le astilló un pie.

Serafín era un viejo “fuerte y alentado”, que escuchaba y veía bien.

El conductor del taxi no pitó sino que le tiró el carro encima a su amigo y luego del accidente no quería detenerse. En la colisión “le partió un pie” a la víctima.

Si el conductor del taxi hubiera pitado habría podido frenar. Cree que por la velocidad que llevaba no pudo ver a su amigo. El conductor solo se vino a detener luego de que le lanzaran una piedra al vidrio de su carro.

Al ser contrainterrogado reiteró que cuando bajó al andén, Serafín se  quedó ahí parado, por lo cual le dijo que lo esperara.

Vio al taxi antes de la colisión, a una cierta distancia.

No sabe por qué razón el señor Serafín no cruzó la calle con él. Nadie se le arrimó en ese momento.

6.1.7 HUGO HERNANDO GUTIÉRREZ RODRÍGUEZ. 

El 13 de mayo de 2012, estaba trabajando cerca del hotel Torreón, venia caminando por la Avenida 30 de Agosto, hacia la calle 41.

En la carrera 9ª bis, al cruzar la calle escuchó el pito de un taxi. Sintió como si el taxi se hubiera estrellado con una moto.

Luego vio ese vehículo y a un señor extendido en el piso que tenía un pie fracturado, a quien le manaba sangre por la nariz, oídos y la boca.
Después llegaron unos guardas de tránsito que se encontraban haciendo control en ese sector, que es muy congestionado en horas de la mañana. 

Una de las guardas entró en estado de pánico y empezó a llorar, luego de lo cual se hicieron presentes otros agentes y una ambulancia para prestarle los primeros auxilios al lesionado.

El conductor del taxi trató de irse del sector. Unos jóvenes impidieron que escapara. Luego la Policía controló los hechos. 

No vio el momento en el que fue atropellada la víctima. Observó que el taxi venía bajando rápido por la avenida 30 de agosto, y que donde pitó había una pendiente.

El impacto se pudo producir cerca al andén más o menos a unos 50 o 80 centímetros. En ese momento, como el carro elevó al peatón lo pudo haber lanzado más lejos.

No presenció cuando el taxi arrolló a la víctima, ya que la observó cuando estaba tirada en la vía con un pie fracturado.
El pito del taxi fue sonoro, y se escuchaba. Como en el sector había muchos vehículos no sabe si fue exactamente el procesado el que accionó el pito de su carro. El impacto sonó como si se hubiera estrellado con una moto.

Una persona que acompañaba a la víctima, que era un anciano, dijo que esta se dirigía hacia el sector de “Impala”.

La visibilidad en ese momento era buena y el piso estaba seco.

Sólo vio a la víctima luego del impacto cuando estaba en el piso. No advirtió que se hubiera presentado algún altercado al frente de un restaurante.

Durante el contrainterrogatorio manifestó que la víctima era una persona de la tercera edad, no llevaba bastón y que por las condiciones en que quedó había recibido un golpe muy fuerte.

6.1.8 MARTHA LUCÍA GALLEGO LONDOÑO.

Dijo ser sobrina de la víctima Serafín Londoño. En lo esencial manifestó que éste laboraba en la galería de esta ciudad; que gozaba de buena salud; que trabajaba con un señor llamado Sigifredo; que su tío caminaba despacio, se desplazaba solo y no requería ayuda de nadie.

6.1.9 LUZ MARY PARRA JARAMILLO (Técnico en criminalística de la FGN).

Su declaración se centró en las labores que realizó el día de los hechos, en la diligencia de inspección técnica al cadáver del señor Londoño Gallego. Reconoció los documentos que elaboró y describió las heridas que presentaba la víctima.

6.1.10 ÁNGELA ZARABANDA OVIEDO (Técnico investigador de la FGN) 

Se refirió a la información que recibieron sobre el deceso de la víctima en la Clínica Los Rosales, el 6 de junio de 2011 a las 12:54 horas; a una entrevista que le hizo a una sobrina del occiso y a un señor llamado Sigifredo y las gestiones que realizó en la empresa donde estaba afiliado el taxi que conducía el procesado.

6.1.11 CARLOS IVÁN SALGUERO ZARABANDA. (Técnico investigativo FGN) 

Solo se refirió a las labores que realizó en los actos de inspección técnica del cadáver de la víctima; la entrevista a una sobrina del señor Londoño; la solicitud que hizo para obtener la historia clínica del occiso y la identificación del procesado. .

6.1.12 CARLOS ANDRÉS DUQUE SANZ (Investigador CTI)
Efectuó labores investigativas para esclarecer los hechos; obtener la plena identidad del indiciado y su licencia de conducción y entrevistar a testigos del suceso.

Dijo que con base en lo que le dijeron los testigos del accidente que entrevistó, se estableció que el conductor del taxi venía a alta velocidad y que había tenido tiempo para frenar o maniobrar para evitar el accidente.

Con base en lo que manifestaron tres testigos se hizo una diligencia de reconstrucción de los hechos.

6.1.13 MARÍA VICTORIA RENDÓN BETANCOURT (Fotógrafa adscrita al CTI)

Tomo las fotografías durante una inspección que se hizo al sitio de los hechos, con base en entrevistas de los testigos Sigifredo Duarte Castro; Sandra Lorena Reina y Sonia Barco, donde se plasmaron sus diferentes versiones. Se introdujo el informe respectivo que explicó durante el juicio.

6.1.14 CARLOS ALBERTO BARÓN SILVA (Funcionario del CTI, grupo de topografía) 

Se refirió a la actividad que adelantó el 13 de mayo de 2011, en la calle 41 con carrera 9, que plasmó en un formato de investigación de campo, con base en las versiones de tres testigos.
En el juicio explicó los procedimientos utilizados y el contenido de los planos según la ubicación de los testigos así:

- Según lo dicho por el testigo Sigifredo Duarte Castro, la víctima estaba a 81 centímetros del andén. Del sitio del impacto al andén hay 1.69 metros.
- Sandra Lorena Reina quien se encontraba dentro de un restaurante, ubicó al peatón en la posición inicial antes del impacto a 67 centímetros del andén y luego del impacto a 1.84 metros.

- La testigo Sonia Barco no vio la posición inicial, si no el sitio del impacto que es de 3.25 metros de distancia al andén.

6.1.15 DARWIN ALEXÁNDER ALFARO LLANO (técnico en topografía judicial SIJIN) 

Recuerda que elaboró unos planos topográficos el día 13 de mayo de 2011 por petición de la FGN, ya que necesitaban información sobre la pendiente que tenía el sector de la calle 41 con carrera 9ª de esta ciudad  
.

Utilizó un nivel “atnec” que se usa para sacar los ángulos de un punto a otro de la pendiente.

Luego de esa diligencia se realizaron los planos con un informe detallado, con base en los bosquejos que se hicieron, con su respectivo informe de campo. 

Entre las pendientes hay una que es 6 grados, que va desde la Avenida 30 de Agosto hasta la carrera 10ª.

Desde la carrera 10ª hasta la 9ª sector de la galería hay una pendiente de 3 grados, que era lo que requerían en el informe.

Las pendientes se tomaron desde la avenida 30 de agosto hasta la carrera 9ª. Se admitió como evidencia No.8. 
Al ser interrogado por la defensa en el sentido de que en su estudio mencionó la carrera 9ª, pese a que los hechos sucedieron en la carrera 9 BIS, dijo que no sabía con seguridad si se trataba de la misma dirección.

6.1.16 GABRIEL ANDRÉS DIAZ BETANCUR (Médico forense, adscrito al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses) .

Reconoció el informe de necropsia que elaboró.

Describió las lesiones que presentaba el cadáver del señor Londoño que eran externas e internas.

Había lesiones de carácter contundente que predominan en el lado izquierdo del cuerpo de la víctima.

Igualmente había unas lesiones muy grandes en su cerebro que eran las que explicaban su deceso, fuera de una fractura en los huesos de la pierna izquierdo la tibia, y el peroné. 

La muerte se produjo por la lesión que recibió en el cerebro. El trauma causó un sangrado en la cabeza de la víctima, que requirió un manejo por neurocirugía.

Sin embargo, el cerebro quedó con unos edemas, que consisten en que el cerebro se hincha, ya que queda una sangre recogida y eso no es operable. Esas zonas presentaron inflamación y como el cerebro no tenía para donde expandirse, finalmente comprimió centros que tenían que ver con el control de la respiración y el ritmo del corazón que es lo que produce la muerte de la víctima. Debido a la gravedad de las lesiones cerebrales, lo más probable era que la víctima falleciera.

Explicó las áreas de isquemia en ambos hemisferios cerebrales, ya que debido a la inflamación hubo zonas del cerebro del finado que dejaron de recibir sangre normalmente, por lo cual esa parte se muere que es lo que se conoce como “zona infartada” o “perdida” por falta de oxígeno, ya que el cerebro no tiene la capacidad de regenerarse.

El perito leyó otros apartes de su dictamen

Además de las heridas de la cabeza y de la pierna, en la necropsia se hace referencia al estado de salud de la víctima, que tenía placas de grasa dentro de las arterias. 

Aparte del trauma ocasionado por el accidente, no está en capacidad de afirmar a ciencia cierta si la víctima estaba bien de salud. 

Según su concepto, la causa principal de la muerte del señor Serafín Londoño Gallego fue un trauma craneoencefálico con politrauma.

Al ser contrainterrogado sobre las consecuencias que podían ocasionar las placas de grasa que se encontraron en el cuerpo de la víctima, explicó que podían generar fallas en diferentes partes del cuerpo, como el corazón; los riñones; disminución de la agudeza visual; daños en el cerebro; un derrame u otras enfermedades.

Explico que debido a la edad de 80 años que tenía la víctima, se pudo producir una falta de reacción o respuesta ante una situación de estrés. 
6.1.17 LUZ ADRIANA TORRES GARZON (Física adscrita al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses) 

Elaboró un informe sobre el hecho que se presentó en la calle 41 con carera 9 de Pereira, frente a la plaza de mercado de esta ciudad, consistente en una reconstrucción analítica de un accidente de tránsito, para determinar si la velocidad del taxi tuvo injerencia en el suceso 

Reconoció su informe, y los procedimientos que utilizó para realizar cálculos de velocidades, a partir de la ubicación del lago hemático y el sitio donde quedó el taxi, con lo cual se pudo establecer que ese vehículo circulaba a una velocidad de 42 k/ph y se mencionan otros aspectos de interés consignados en el informe, teniendo en cuenta los daños del automotor y la parte donde recibió el impacto y el funcionamiento de sus sistemas de frenos, luces y sus llantas, lo mismo que las particularidades de la calle 41. 

En el aparte de conclusiones se indica que la velocidad mínima que se estimó para el caso y con base en el croquis, era de 42 k/ph/h, en el lugar en donde se evidencia la mancha de sangre.

En el croquis no se mencionó la existencia de escombros en la vía u otros elementos que se pudieran usar para precisar la velocidad en el lugar donde se produjo el atropellamiento del vehículo al peatón, el cual es un aspecto importante para hacer cálculos de velocidades. No se pudo fijar la velocidad, para el momento en que se produjo la colisión, pero se puede deducir que el taxi se desplazaba a una velocidad mayor.

Explicó que entre el lago hemático y la posición final del vehículo había una distancia de 12.90 metros. Durante el impacto la velocidad era mayor a 42 k/ph, aunque no se pudo establecer el sitio exacto en la vía donde se produjo la interacción, ya que no se mencionó en el croquis, donde solamente se precisó la ubicación del lago hemático.

No se pudo establecer la distancia del lanzamiento del peatón para fijar su posición final y calcular la velocidad del taxi al momento de la colisión.

Se aprecia en el croquis que el taxi continuó su marcha luego de impactar al peatón. En estos casos la víctima hace diversos movimientos que generan lesiones.

Reiteró que según sus cálculos, el taxi transitaba a una velocidad de 42 k/ph antes de que se presentara el impacto, tomando como base el sitio donde se encontró el lago hemático. 
Hizo referencia a la descripción de los daños del taxi. No hay elementos que permitan cotejarlo con otros factores para saber qué los causó. No se sabe si hubo otros elementos que le causaran lesiones al peatón.

Al ser contrainterrogada precisó que con los elementos aportados a la investigación se calculó la velocidad del taxi de acuerdo a las ecuaciones de movimiento, teniendo en cuenta factores como la distancia entre el lago hemático y la posición final del vehículo y aspectos relacionados con la vía como la pendiente del lugar, estimando el coeficiente de fricción para este caso.

Frente a preguntas del fiscal y del juez de conocimiento dijo que la velocidad calculada correspondía a la que es posterior al impacto, tomando como base la ubicación del lago hemático y la posición final del vehículo. Lo que indica que al momento del impacto la velocidad del carro era mayor, según sus conocimientos. Esa velocidad se calculó con base en ecuaciones físicas de movimiento, tomando la distancia entre el lago hemático y la posición final del vehículo, que indica que no había una velocidad de bajo orden, ni habría una distancia de 12.90 metros entre el lago hemático y la posición final del taxi. 

Reiteró que el vehículo transitaba a una velocidad superior a 30 k/ph, según los cálculos que realizó y los EMP examinados, ya que de ir a una velocidad menor, el peatón habría sufrido lesiones de menor entidad y el carro habría presentado daños menores. 

6.1.18 JULIO CÉSAR CARDONA OSORIO (investigador de la FGN) 

Su declaración solo resultó relevante en lo relativo a la verificación de la plena identidad del procesado.

6.1.19 NORBERTO CARDONA JIMÉNEZ. 

Cuando ocurrió el hecho estaba descargando un camión que transportaba papa en el sector de la galería. El accidente se presentó en ese mismo punto.

Una persona estaba hablando con otro señor.

En ese momento fue a pasar la calle. Al cruzar venía “el muchacho del taxi” y “lo tocó” con el lado derecho del carro y el parabrisas.

El taxi venia en forma normal. La víctima pasó la calle de forma rápida, después de que estaba charlando, “recochando” o discutiendo con otra persona, momento en que pasó el taxi.

El accidente se presentó en la carrera 9 bis, donde se ubican los vehículos en los carriles que vienen hacia la Fiscalía. El camión estaba parqueado cerca al lugar donde él se encontraba y delante había una moto.

El lesionado estaba hablando o discutiendo con otra persona y se pasó “muy rápido” el taxi lo intentó esquivar pero lo golpeó con su lado derecho. Tenía un palo o un bastón. Se trataba de una persona de edad, a quien había visto porque trabajaba en ese sector.
La víctima presentaba lesiones en la cabeza y en la pierna. Fue lo único que alcanzó a ver.

En ese momento se encontraban dos guardas de tránsito quitando los carros del lugar.
El chofer del taxi se bajó asustado. Había gente que estaba “maluca” con él. Un cotero de los que trabajaba en la galería le quebró el vidrio trasero al taxi, porque consideró que el conductor iba a huir, pese a que el taxista se estacionó adelante.

La víctima quedó a varios metros de distancia del andén, cerca de la mitad de la vía.

Al ser contrainterrogado reiteró que estaba descargando el camión que traía el viaje de papa y que el lesionado pasó por ese sitio y que ese vehículo estaba ubicado exactamente en el lugar en el que ocurrieron los hechos.
Los guardas estaban desalojando la calle, pero aún no estaba totalmente desocupada. 
El accidente ocurrió cuando estaban quitando los carros.

Se encontraba ubicado al lado de “Impala” por la vía que baja hacia la FGN, cuando presenció el accidente.
El peatón fue arrollado a centímetros del andén, donde estaba conversando con otra persona. La víctima estaba con otro señor delante del camión, por la parte delantera, antes de cruzar la vía. 

No sabe a qué velocidad venía el taxi, pero considera que no era mucha ya que el impacto no fue muy fuerte.

No escuchó que el taxista pitara. 

Al ser interrogado por el juez dijo que la víctima cruzó la vía de forma apresurada y se le metió al taxi que lo golpeó en la mitad de la vía, donde estaban las rayas de separación de los dos carriles.

6.1.20 ERNESTO ANTONIO LOAIZA.

El 13 de mayo del 2011 venía de comprar verduras y mercado en la galería. 

A eso de las 8 o 8:30 a.m. se encontraba en una cafetería que tenía vista hacia la calle.

Pagó su café y salió. Al referirse a la víctima dijo que venía un taxi y “el señor no miró, se apresuró, el señor salió como asustado, y el carro lo golpeó y lo tiró a un lado” .No supo si fue con el parabrisas o el retrovisor. Esa persona presentaba lesiones en su pierna y la cabeza.

La víctima iba a cruzar hacia la entrada de la galería, llegando a la a calle 41 bis.

Cuando presenció el hecho estaba ubicado exactamente en la cafetería de la esquina de la calle 41 bis, a más o menos unos 10 o 20 metros de distancia del sitio del accidente.

No recuerda exactamente el lugar donde se encontraba la víctima antes del suceso.

El vehículo golpeó al lesionado con el “bomper”, parabrisas o retrovisor del lado derecho, mas no lo impacto de frente. Fue lesionado en la cabeza y una pierna.

Al parecer la víctima estaba acompañada de otra persona que alcanzó a pasar la calle antes. El lesionado tenía más de 70 años y usaba un bastón.

El hecho se presentó más o menos a unos 20 metros del semáforo de la calle 41, con carrera 9ª, en el carril del centro de la vía que viene del Palacio de Justicia.

Luego del accidente mucha gente culpaba al taxista por no haber tenido precaución. 
Pese a que no venía muy rápido, en esa vía hay que tener cuidados ya que se trata de una zona de descargue.

La víctima no miró y se le metió al taxi. 

Unas personas querían dañar el taxi cuyo conductor le pitó a dos guardas para que le colaboraran. 

El lesionado estaba delante de una moto y cayó en la mitad de la otra calle pasando a la galería. En esa vía había unos camiones estacionados.

En el confuso contrainterrogatorio que se le hizo, dijo que se encontraba en la calle 41 con carrera 9ª, al frente de la plaza de mercado en la entrada de una cafetería ubicada en una esquina, y que la víctima estaba más o menos a unos 20 o 25 metros más arriba, por lo cual podía ver a toda la gente que pasaba ya que estaba en una mesa situada casi afuera del negocio.

No vio que el taxista viniera rápido.

Una persona pasó delante del lesionado. No sabe si iba con la víctima, pero pasó antes que la víctima que cruzó sin fijarse.

El taxi pudo haber golpeado a la víctima con el parabrisas o el retrovisor derecho, pero no observo eso directamente, porque el golpe fue de lado. 

No recuerda que el taxista hubiera pitado antes del accidente.

6.2 Al presentar su alegato de conclusión la delegada de la FGN pidió que se dictara sentencia contra el acusado como responsable del delito de homicidio culposo.

7. CONSIDERACIONES DE LA SALA.

7.1 Competencia 

Esta colegiatura es competente para conocer del recurso propuesto, en atención a lo que dispone el artículo el artículo 34-1 del CPP.

7.2 Problema jurídico a resolver

En atención a la argumentación de la Delegada de la FGN, se debe resolver lo concerniente al grado de acierto de la decisión de primera instancia en la cual se absolvió al procesado Jefferson Fajardo Parra, por el delito de homicidio culposo del cual fue víctima el señor Serafín Londoño Gallego.
7.3 Consideración inicial 

En aplicación de los principios de selección, probatoria y necesidad de prueba que se deducen de los artículos 372 y 381 del CPP y al principio de limitación de la segunda instancia, ya que el recurso propuesto se centra específicamente en debatir los fundamentos del fallo de primera instancia en lo relativo a la declaratoria de no responsabilidad del procesado, la Sala prescindirá del examen de la prueba relacionada con la demostración del homicidio del señor Londoño Gallego o aspectos como la  identificación del procesado, ya que sobre esos hechos no se presenta  controversia probatoria.
 .

Sobre ese punto se debe citar lo expuesto en CSJ SP del 21 de octubre de 2013, radicado 39611, sobre el principio de selección probatoria así:

“[E]l juzgador […] no está obligado a hacer un examen exhaustivo de todas y cada una de las pruebas incorporadas al proceso, ni de todos y cada uno de sus extremos asertivos, porque la decisión se haría interminable, sino de aquellos que considere importantes para la decisión a tomar, de suerte que sólo existirá error de hecho por omisión o mutilación de la prueba cuando aparezca claro que el medio, o un fragmento del mismo, fue realmente ignorado, siendo probatoriamente relevante”
7.4 El recurso propuesto por la delegada de la FGN se sustenta en su inconformidad frente a la absolución del procesado, para lo cual controvierte las consideraciones del fallo de primera instancia, donde se manifestó que el accidente se había presentado por culpa exclusiva de la víctima, que eximía de responsabilidad al acusado. 

En consecuencia se hacen las siguientes consideraciones con base en la prueba relevante allegada al proceso:

7.4.1 En este caso se cuenta con prueba testimonial que proviene de personas que presenciaron los hechos que antecedieron al accidente que sufrió el señor Serafín Gallego Londoño.

En ese sentido se debe tener en cuenta que el abogado Luis Fernando Moreno Bustamante, quien venía como pasajero en el  taxi que conducía el procesado hizo referencia a la conducta imprudente que venía ejerciendo el señor Fajardo en su labor de conducción, especialmente por el hecho de que hubiera transitado a una velocidad excesiva, al pasar por una zona con mucha afluencia de público como las galerías de esta ciudad, manifestando el citado testigo, que en un  momento determinado la víctima se desplazó hacia la mitad de la vía y que en razón de la velocidad que llevaba el conductor del taxi no pudo frenar su vehículo y lo golpeó en la cabeza, según lo que precisó el citado declarante, quien además expuso que pudo ver a la víctima antes del accidente, explicando que el señor Serafín, al parecer trataba de evitar algo, como si  “le hicieran un lance”, momento en el cual se tiró a la vía pública y por causa de la velocidad que llevaba el conductor del vehículo de servicio público, este no alcanzó a hacer ninguna maniobra para esquivarlo, lo impactó en la cabeza y sólo vino a frenar a unos 10 o 20metros del lugar de la colisión.

7.4.2 La testigo Sonia Amparo Barco García quien se desempeñaba como guarda de tránsito y estaba en las inmediaciones del sitio de los hechos, dijo que había escuchado un vehículo que venía pitando de manera insistente por la calle 41 entre la carrera 9ª y la 10, y que al mirar hacia atrás observó que ese carro había arrollado a un peatón que estaba cruzando por la mitad de la calle en ese sector. 

La misma funcionaria expuso que el hecho se había presentado en un lugar donde se debía  conducir a velocidad moderada, ya que allí estaban ubicadas las galerías de la ciudad, por lo que había mucha afluencia de transeúntes, indicando que el conductor del taxi había bajado rápidamente la falda de la calle 41 y estaba accionando el pito de su auto cuando se encontraba casi una cuadra del lugar donde produjo el accidente, por lo cual creyó que se le había presentado alguna emergencia, señalando la citada funcionaria que por tratarse de una zona residencial y escolar, la velocidad máxima permitida era de 30 km/h.

Las versiones antes referidas sobre la velocidad a la que transitaba el procesado en su taxi, fueron confirmadas con el testimonio de la guarda de tránsito Angélica Porras Ruiz quien manifestó que en ese sector generalmente los vehículos transitaban despacio, ya que se trataba de una zona con mucho flujo de personas, donde además existe un cruce peligroso en la carrera 9ª bis, fuera de que los semáforos del sector no funcionaban, manifestando esta testigo que creyó que el taxista estaba pitando para alertar al peatón que estaba cruzando la vía, quien fue golpeado sobre la línea de separación de los dos carriles de la calle 41. Igualmente agregó como detalle especial, que en su criterio el conductor del taxi debió haber visto al peatón desde el momento en que empezó a pitar, es decir, desde la carrera 10 por lo cual si hubiera respetado el límite máximo de velocidad para esa zona, posiblemente habría podido esquivarlo, sobre lo cual también se refirió el testigo Hugo Hernando Gutiérrez Rodríguez, en lo relativo a que el taxista venía pitando desde la pendiente. En torno a la ubicación de la víctima también resulta relevante el testimonio entregado por el agente José Alexander Muñoz en el sentido de que según la posición del vehículo que conducía al procesado y el lago hemático, el accidente se presentó en la mitad de la calzada de la calle 41.

7.5 Para la Sala estas pruebas revelan sin lugar a dudas que el señor Fajardo Parra conducía su vehículo a una velocidad excesiva por el sector de la calle 41 entre carreras 9ª BIS y 10 de esta ciudad; que además tuvo la posibilidad de observar al señor Serafín Londoño Gallego cuando éste atravesaba esa vía y que precisamente por esa causa de su conducta imprudente no tuvo la posibilidad de eludirlo o de frenar su marcha para aminorar el impacto del golpe que sufrió la víctima.

7.6 Sobre este punto se debe tener en cuenta que las manifestaciones que hicieron los testigos antes citados, se encuentran confirmadas con una prueba técnica, como el dictamen que rindió la perito Luz Adriana Torres Garzón, adscrita al Instituto de Medicina Legal, quien hizo una reconstrucción analítica del accidente que sufrió el señor Londoño y luego explicar los procedimientos que siguió para realizar los cálculos de velocidad del vehículo que manejaba el procesado y el sitio donde quedó el taxi, indicó que ese vehículo transitaba a 42 km/ph como mínimo, tomando como referencia el lugar donde se halló la mancha de sangre, advirtiendo que no pudo establecer el sitio exacto de la vía donde se produjo la interacción con la víctima ya que en el croquis solamente se precisó la ubicación del lago hemático, por lo cual era posible que la velocidad del carro fuera mayor al momento del impacto, ya que si señor Fajardo hubiera transitado a una velocidad menor seguramente las consecuencias del hecho habrían sido de menor entidad.

7.7 Con base en lo anteriormente enunciado, la Sala considera que en el proceso se demostró debidamente la existencia de una conducta antinormativa que se puede atribuir al procesado, al transitar por el lugar de los hechos a una velocidad que excedió los 30 km/ph, que eran permitidos en el lugar, lo que tuvo injerencia directa en el hecho de que el vehículo que conducía impactara al señor Londoño. 
Los testimonios antes referidos contradicen lo manifestado por el señor Norberto Cardona Jiménez, en el sentido de que el taxi venía a una velocidad “normal” cuando se produjo el accidente; que el señor Londoño “se le metió” al taxi; y que este vehículo sólo “tocó” al peatón con el lado derecho de carro y el parabrisas. 
7.8 Ahora bien, se debe tener en cuenta que de acuerdo a otras pruebas practicadas en el juicio, se acredito que la víctima tenía 80 años para la fecha de su deceso
, y que pese alguna manifestación en contrario, como la entregada por su sobrina Marta Lucía Gallego Londoño, se comprobó que el señor Londoño, seguramente por causa de su avanzada edad, requería de la ayuda de otras personas para cruzar las vías. 
Sobre este hecho se resalta el testimonio del señor Sigifredo Duarte Castro quien digo ser un amigo muy cercano a la víctima, el cual expuso que antes de que se presentara el accidente se encontraba con don Serafín a quien tomó de la camisa para cruzar la calle, explicando que a su amigo “había que cuidarlo”; que el señor Londoño se quedó esperándolo a unos 50 cmts, del andén; que le dijo a la víctima que lo esperara mientras pasaba por él y que en ese momento pasó un carro velozmente, su conductor “le tiró” el carro encima a su amigo y “se lo llevó”, ya que por la velocidad que llevaba ese vehículo no pudo detenerse.

Si bien es cierto esta versión apunta a atribuir responsabilidad exclusivamente al taxista por el lesionamiento que sufrió el peatón, se debe tener en cuenta que se encuentra desvirtuada por los testimonios antes referidos, al cual se deben agregar los dichos de Ernesto Antonio Loaiza, según los cuales el señor Londoño salió “como asustado” y cruzó la calle 41 de manera intempestiva para dirigirse a la entrada de la galería, luego de lo cual fue arrollado por el taxi, haciendo la salvedad de que si bien el taxista no venía muy rápido, si debió  tomar precauciones, ya que se trataba de una zona de descargue.

7.9 De lo expuesto en precedencia se concluye: i) que el procesado incurrió en una conducta antinormativa al transitar por el sector donde se produjo el accidente incumpliendo lo normado en el artículo 74 del CNT según el cual: “Los conductores deben reducir la velocidad a treinta (30) kilómetros por hora en los siguientes casos: En lugares de concentración de personas y en zonas residenciales..”; y ii) que a su vez el señor Serafín Londoño no adoptó ninguna precaución en el momento en que cruzó la vía, lo cual también tuvo injerencia en el accidente que causó su deceso, situación que se puede explicar en razón de su avanzada edad, por lo cual requería de la ayuda de personas, como su amigo Sigifredo Duarte, para transitar por las vías públicas, como lo ordenan los artículos  58 y 59 del CNT.

7.10 Frente a este segundo hecho que además corresponde a lo consignado en los álbumes fotográficos y topográficos introducidos al juicio, se debe decidir entonces si le asistió razón al juez de primer grado para considerar que en razón de la conducta imprudente de la víctima que invadió la calzada por donde transitaba el taxi conducido por el procesado, se presentaba un evento de culpa exclusiva del fallecido, que le generó un evento de fuerza mayor o de caso fortuito al señor Fajardo frente al accidente que se presentó, por lo cual resultaba irrelevante que el acusado hubiera excedido el límite de velocidad del sector, ya que por causa del acto imprudente de la víctima de todos modos se habría presentado el accidente.-

7.11 En ese sentido hay que manifestar que de acuerdo a las pruebas practicadas en el juicio oral, se estableció que el acusado vulneró la disposición que lo obligaba a no exceder el límite de 30 k/ph, máxime si transitaba por una zona con alta afluencia de personas, y que además estuvo en capacidad de ver a la víctima cuando estaba a más de una cuadra de distancia del lugar donde se produjo el impacto, por lo cual accionó el pito del taxi que manejaba, como lo dijo la guarda de tránsito Luz Amparo Barco García, quedando claramente establecido que fue precisamente el exceso de velocidad, calculada en 42 k/ph, según la física forense Luz Adriana Torres, lo que le impidió al taxista Fajardo frenar su carro oportunamente para no golpear al peatón, o para al menos aminorar las consecuencias del impacto, situación que no fue desvirtuada por la defensa en el caso sub examen, que en lo relativo a esa prueba técnica asumió una actitud pasiva y no hizo uso de las facultades que le otorgan los artículos 8º, literal j ) y 125, numeral 9º del CPP, para controvertir el dictamen de la perito forense, con base en el concepto de “incumbencia probatoria”, sobre el cual se pronunció esta Colegiatura en decisión del 30 de junio de 2016, dentro del proceso adelantado contra José Jair Montoya Rosero y otro, por violación del artículo 376 del CPP M.P. Manuel Yarzagaray Bandera, donde se manifestó lo siguiente con sustento en CSJ SP del 8 de septiembre de 2015, radicado 39149, así:

“… es un hecho cierto que según lo consignado tanto en el inciso 4º del artículo 29 de la Carta como en el artículo 7º C.P.P. como consecuencia del principio de la presunción de inocencia, se tiene que la carga de demostrar la responsabilidad penal del acusado le incumbe al Estado por intermedio de su órgano persecutor, en este caso la Fiscalía General de la Nación. Asimismo es claro que dicha carga probatoria no se puede invertir, como de manera excepcional lo pregona la teoría de la carga dinámica de la prueba reglamentada en el inciso 2º del articulo 167 C.G.P. pero, acorde con el esquema adversarial que es propio del sistema penal acusatorio y según los postulados que orientan el denominado principio de «La incumbencia probatoria», tal restricción no se tornaría en óbice alguno para que en aquellos eventos en los cuales la Defensa pretenda proponer una tesis tendiente a desvirtuar o a refutar la que ha sido propuesta por la Fiscalía, a fin de procurar el éxito de sus pretensiones no se encuentre eximida de acreditar o de demostrar los supuestos de hecho en los que se fundamenta la tesis esgrimida.

Sobre lo anterior, bien vale la pena traer a colación las sabias enseñanzas que en tal sentido ha expuesto la Corte en los siguientes términos: 

“La presunción de inocencia, en la forma como lo establece expresamente el ordenamiento procesal penal y lo corroboran diversos tratados de derechos humanos, constituye regla básica en cuanto a la carga de la prueba, ya que le corresponde al Estado, en cabeza de la Fiscalía General de la Nación, probar que “una persona es responsable de un delito, produjo el daño, o participó en la comisión del mismo, lo que se conoce como principio onus probandi incumbit actori”. (Cfr. Corte Constitucional sentencia C-205-03).

En efecto, los incisos segundo y tercero del artículo séptimo del Código de Procedimiento Penal, con claridad precisan que “corresponde al órgano de persecución penal la carga de la prueba acerca de la responsabilidad penal, y que “En ningún caso podrá invertirse esta carga probatoria”. Es decir, el procesado no tiene por qué presentar pruebas de su inocencia, pues es función del Estado acreditar la ocurrencia del delito, que el acusado intervino en su realización y es penalmente responsable. Así lo ratifican la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Art. 11), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Art. 14-2) y la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (art. 8-2).

(…)

Se tiene, de esa manera, que en el proceso penal no es posible trasladar la carga de la prueba de responsabilidad al acusado, pues no le corresponde a él desplegar actividades dirigidas a demostrar su ajenidad en el ilícito. Por el contrario, el Estado soporta el deber de acreditar la culpabilidad del procesado, protegido hasta el fallo definitivo por la presunción de inocencia, la cual, para ser desvirtuada, se insiste, exige la convicción o certeza, más allá de toda duda, basada en el material probatorio que establezca los elementos del delito y la conexión del mismo con el autor. “Esto es así, porque ante la duda de la realización del hecho y en la culpabilidad del agente, se debe aplicar el principio de in dubio pro reo, según el cual toda duda debe resolverse en favor del acusado.” (Sobre el punto, véase Corte Constitucional sentencias C-252-01, C-774-01, C-416-02, y C-205-03.).

Dado que la carga de la prueba de responsabilidad no puede ser invertida, tampoco admite someterla a las reglas de la carga dinámica de la prueba.

(…)

El Código General del Proceso (art. 167), establece el principio general según el cual, incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen y, en forma excepcional, faculta al juez para que de oficio o por solicitud de parte, según las particularidades del caso, pueda distribuir la carga al decretar las pruebas, durante su práctica o en cualquier momento del proceso antes de fallar, exigiendo probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más favorable para aportar las evidencias o esclarecer los hechos controvertidos.

No obstante, esta tesis no es de recibo en el proceso penal si se trata de demostrar los elementos del delito y su conexión con el acusado (prueba de responsabilidad), por así prohibirlo de manera clara y contundente el artículo 7º del Código de Procedimiento Penal, el cual fija en el órgano de persecución penal la carga de la prueba de responsabilidad, en desarrollo del artículo 29 Superior y los tratados de derechos humanos suscritos por Colombia, que garantizan la presunción de inocencia durante todo el trámite del proceso hasta la sentencia en firme que la desvirtúe.

De admitirse su empleo para el fin anotado (acreditar responsabilidad), además de transgredir al ordenamiento, se romperían los pilares del modelo de enjuiciamiento acusatorio alusivos al equilibrio entre las partes, la igualdad de armas, y la dirección de la causa por un juez imparcial sin iniciativa probatoria, pues acorde con la definición legal (art. 167 C.G.P), a través de ese principio se le asignaría la facultad de imponer al acusado el deber de demostrar la materialidad del delito y su responsabilidad, cuando considere que ese sujeto procesal se halla en mejores posibilidades de hacerlo que la Fiscalía.

Lo que sí le es dado al procesado es oponerse a las pruebas que la Fiscalía trae para desvirtuar su inocencia, actividad que corresponde a un acto propio del derecho de defensa a través del cual puede, incluso, explicar o justificar su conducta. Si opta por ese camino, declinando el derecho a guardar silencio, asume el deber de acreditar esas explicaciones, de manera que si, por ejemplo, propone una coartada, debe procurar para la actuación los medios de prueba que acrediten su ubicación a la hora de los hechos, en un lugar diferente al de la ejecución, ya que la simple manifestación de ausencia, resultaría insuficiente para desvirtuar la imputación que le haga la Fiscalía como autor o partícipe de la ilicitud. Igual diligencia se le exigirá si frente a la acusación propone la existencia de causales eximentes de responsabilidad, pues debe emplearse en demostrar los supuestos de hecho que las actualizan. La Fiscalía, por su parte, procurará negar la existencia de esas circunstancias.

En todos esos eventos, se activa el principio general de la incumbencia probatoria, de conformidad con el cual le corresponde al interesado probar el supuesto de hecho de las normas que establecen el efecto jurídico que persigue, sin que ello signifique trasladar la carga probatoria de responsabilidad o fijar cargas dinámicas en torno a ese tópico..”. (Subraya fuera de texto). 

7.12 En ese orden de ideas resulta claro para esta Corporación que el acusado infringió varias disposiciones del CNT, como sus artículos 55, 63, y 74 del CNT, lo que significa que no observó el deber de cuidado que le era exigible e incrementó el riesgo permitido, lo que tuvo injerencia directa en el resultado que se produjo, lo cual permite subsumir su conducta en el tipo de homicidio culposo. En ese sentido se cita la jurisprudencia pertinente de la Sentencia del 19 de Febrero de 2016 de la CSJ, radicado Nº 19746 sobre los elementos que estructuran el delito culposo así: 

“…4.1. Así entonces, el tipo objetivo del delito culposo estará compuesto por los elementos que integran el supuesto de hecho bien sean descriptivos o normativos.

4.1.1. El sujeto puede ser indeterminado o calificado como sucede con el peculado culposo que exige la condición de servidor público.

4.1.2. La acción, se traduce en la ejecución de una conducta orientada a obtener un resultado diferente al previsto en el tipo correspondiente.

4.1.3. Requiere la presencia de un resultado físico no conocido y querido por al autor, que sirve de punto de partida para identificar el cuidado objetivo. Ello significa que será excepcional la presencia de un tipo de esta clase sin resultado material.

4.1.4. La violación al deber objetivo de cuidado. El autor debe realizar la conducta como lo haría una persona razonable y prudente puesta en el lugar del agente, de manera que si no obra con arreglo a esas exigencias infringirá el deber objetivo de cuidado. 

Elemento con el que se aspira a que con la observancia de las exigencias de cuidado disminuya al máximo los riesgos para los bienes jurídicos con el ejercicio de las actividades peligrosas, que es conocido como el riesgo permitido (en ámbitos como el tráfico, la medicina y el trabajo). 

En razón a que no existe una lista de deberes de cuidado, el funcionario judicial tiene que acudir a las distintas fuentes que indican la configuración de la infracción al deber de cuidado, en cada caso. Entre ellas:

4.1.4.1. Las normas de orden legal o reglamentaria atinentes al tráfico terrestre, marítimo, aéreo y fluvial, y a los reglamentos del trabajo, dirigidas a disciplinar la buena marcha de las fuentes de riesgos.

4.1.4.2. El principio de confianza que surge como consecuencia de la anterior normatividad, y consiste en que quien se comporta en el tráfico de acuerdo con las normas puede y debe confiar en que todos los participantes en el mismo tráfico también lo hagan, a no ser que de manera fundada se pueda suponer lo contrario.

Apotegma que se extiende a los ámbitos del trabajo en donde opera la división de funciones, y a las esferas de la vida cotidiana, en las que el actuar de los sujetos depende del comportamiento asumido por los demás.

4.1.4.3. El criterio del hombre medio, en razón del cual el funcionario judicial puede valorar la conducta comparándola con la que hubiese observado un hombre prudente y diligente situado en la posición del autor. Si el proceder del sujeto agente permanece dentro de esos parámetros no habrá violación al deber de cuidado, pero si los rebasa procederá la imprudencia siempre que converjan los demás presupuestos típicos.

4.1.4.4. Relación de causalidad o nexo de determinación. La trasgresión al deber objetivo de cuidado y el resultado típico deben estar vinculados por una relación de determinación, es decir, la vulneración debe producir el resultado.

4.2. Aspecto subjetivo. Es clara la presencia de contenidos subjetivos en el delito imprudente, ellos son:

4.2.1. Aspecto volitivo. El resultado típico no debe estar comprendido por la voluntad, o abarcándolo debe hacerlo con una causalidad distinta de la que el agente programó.

4.2.2. Aspecto cognoscitivo. Exige la posibilidad de conocer el peligro que la conducta representa para los bienes jurídicos y de prever el resultado con arreglo a esa cognición…”   

Debe recordarse que otro pronunciamiento de la misma corporación se expuso lo siguiente:

“…El delito imprudente sanciona la falta de cuidado medio exigible en el ámbito de relación, es decir, cuando el agente ha causado determinado resultado dañoso sin atender la diligencia y prudencia que le era exigible, atendiendo las circunstancias dentro de las cuales se desarrollaron los acontecimientos, pues el análisis del deber de cuidado debe referirse a las previsiones que una persona determinada en una situación específica ha podido y debido emplear para evitar la producción de un resultado lesivo a los bienes jurídicos amparados.

Es que la violación al deber objetivo de cuidado no puede concebirse únicamente de manera objetiva, debido a que la misma norma legal alude a la previsibilidad del agente respecto del resultado y ello va ligado a consideraciones eminentemente subjetivas como el conocimiento y facultades del agente, así como a las circunstancias en las que actuó.

Ahora, entre el actuar culposo del agente delictual y la causación del daño, debe mediar necesariamente un nexo de determinación, dado que la mera causalidad no resulta suficiente para la imputación jurídica del resultado, tal como lo consagra el artículo 9 del Código Penal…" 

7.13 De lo anterior se colige que en aplicación del principio de necesidad de prueba que establecen los artículos 372 y 381 del CPP, se puede concluir que en el caso sub examen se estableció la existencia de una conducta antinormativa por parte del procesado, que tuvo injerencia causal en el hecho investigado.

Sobre ese punto se debe hacer referencia a la posición particular del señor Fajardo Parra frente al hecho investigado, ya que su relación a la protección del bien jurídico de la vida del señor Serafín Londoño, se tiene que resignificar a partir del concepto del deber de garante que le correspondía asumir en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del CP, tema que ha sido examinado en la jurisprudencia de la SP de la CSJ, concretamente en la sentencia del 4 de febrero de 2009, con radicado 26409,en la cual se expuso lo siguiente:

“(…)

El artículo 25 de la Ley 599 de 2000 es la fuente de dicha responsabilidad al disponer que la posición de garante asignada por la Constitución o la ley impone al sujeto el deber jurídico de impedir la ocurrencia del resultado típico y lo hace responsable por su acaecimiento. Dice al respecto la disposición en cita:

“Artículo 25. Acción y omisión. La conducta punible puede ser realizada por acción o por omisión.

Quien tuviere el deber jurídico de impedir un resultado perteneciente a una descripción típica y no lo llevare a cabo, estando en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena contemplada en la respectiva norma penal. A tal efecto, se requiere que el agente tenga a su cargo la protección en concreto del bien jurídico protegido, o que se le haya encomendado como garante la vigilancia de una determinada fuente de riesgo, conforme a la Constitución o a la ley. 

Son constitutivas de posiciones de garantía las siguientes situaciones:

1. Cuando se asuma voluntariamente la protección real de una persona o de una fuente de riesgo, dentro del propio ámbito de dominio.

2. Cuando exista una estrecha comunidad de vida entre personas.

3. Cuando se emprenda la realización de una actividad riesgosa por varias personas.

4. Cuando se haya creado precedentemente una situación antijurídica de riesgo próximo para el bien jurídico correspondiente.

Parágrafo. Los numerales 1, 2, 3 y 4 sólo se tendrán en cuenta en relación con las conductas punibles delictuales que atenten contra la vida e integridad personal, la libertad individual, y la libertad y formación sexuales”.

Sobre la posición de garante esta Corporación  ha sostenido que:

“Posición de garante es la situación en que se halla una persona, en virtud de la cual tiene el deber jurídico concreto de obrar para impedir que se produzca un resultado típico que es evitable.

Cuando quien tiene esa obligación la incumple, y con ello hace surgir un evento lesivo que podía ser impedido, abandona la posición de garante.

En sentido restringido, viola la posición de garante quien estando obligado específicamente por la Constitución y/o la ley a actuar se abstiene de hacerlo y con ello da lugar a un resultado ofensivo que podía ser impedido. Es el concepto que vincula el fenómeno estudiado con los denominados delitos de comisión por omisión, impropios de omisión o impuros de omisión.

En sentido amplio, es la situación general en que se encuentra una persona que tiene el deber de conducirse de determinada manera, de acuerdo con el rol que desempeña dentro de la sociedad. Desde este punto de vista, es indiferente que obre por acción o por omisión, pues lo nuclear es que vulnera la posición de garante quien se comporta en contra de aquello que se espera de ella, porque defrauda las expectativas. 
La legislación penal colombiana sigue el criterio restringido, en el entendido que, con fundamento principal en los artículos 1º y 95.2 de la Constitución Política, que construyen el principio de solidaridad, el artículo 25 del Código Penal dice expresa y taxativamente en cuáles casos es predicable la posición de garante, siempre con referencia a la omisión impropia o impura”.

 (…)

Como se percibe con facilidad, el artículo consta de dos partes:

La primera –incisos 1º y 2º-, obediente al primer paso en la evolución del tema, a la inicial y más tradicional posición de garante,  se relaciona directamente con la persona a la que se puede imputar la realización de una conducta, cuando tiene el deber jurídico de impedir un resultado jurídico y no lo evita pudiendo hacerlo, es decir, apunta, como se dijo, a los delitos de comisión por omisión.

Esa fase primigenia quiere decir que la imputación solamente puede ser consecuencia del incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Constitución o por la ley al autor del hecho que está compelido a resguardar específicamente un bien jurídico.

Así, cuando se tiene el deber jurídico de obrar y no se actúa, el autor rompe la posición de garante.

La segunda –inciso 3º con sus cuatro numerales, y parágrafo-alude al ulterior desenvolvimiento del estudio del tema, si se quiere, cuando el análisis de la posición de garante comienza a separarse de lo estrictamente legal o jurídico y a ser penetrado por construcciones en general sociales, culturales y extralegales, tales como la “cercanía o proximidad social”, la “relación social especialmente estrecha”, las “relaciones de confianza”, la “tópica-analógica”, las “situaciones de compenetración social”, los “vínculos de solidaridad o de fidelidad”, la “creación previa del riesgo”, la “fusión de bien jurídico y rol social” o “teoría sociológica de los roles”, “el dominio sobre la causa del resultado”, los “deberes de aseguramiento en el tráfico”, etc. Por estas vías se abre espacio, entonces, a criterios como aquellos mencionados en los cuatro numerales del inciso 3º del artículo 25 del Código Penal.

Y, desde luego, tal como lo dice el parágrafo del artículo, esos cuatro criterios operan exclusivamente respecto de los bienes jurídicos vida e integridad personal, libertad individual, y libertad y formación sexuales.

Para decirlo de otra manera, existe posición de garante en todos aquellos eventos en los cuales, frente a cualquier bien jurídico, la persona tiene la obligación constitucional o legal de actuar y no lo hace, pudiendo y debiendo hacerlo (primera hipótesis); y existe posición de garante en los casos en que, frente a los bienes jurídicos particularmente mencionados, la persona asume voluntariamente la protección real de otra o de una fuente de riesgo, dentro del propio ámbito de dominio; mantiene una estrecha comunidad de vida con otras; emprende la realización de una actividad riesgosa con otros individuos; o crea con antelación una situación antijurídica de riesgo cercano para el bien jurídico correspondiente…”. 

7.14 En ese contexto se debe entender que el procesado Jefferson Danilo Parra estaba realizando labores de conducción de un vehículo automotor cuando se presentó el accidente en el cual perdió la vida el señor Calvo, lo que constituye una actividad riesgosa, como se expuso en la sentencia CSJ SP del 11 de abril de 2012, radicado 33805, así:

“(…) 

1.
Relativo al carácter riesgoso del tránsito vehicular la Corte Constitucional al confrontar algunas disposiciones de la Ley 769 de 2002, por medio de la cual se expidió el Código Nacional de Tránsito Terrestre, con el texto superior, señaló:

“El tránsito automotor es una actividad que es trascendental en las sociedades contemporáneas pues juega un papel muy importante en el desarrollo social y económico, y en la realización de los derechos fundamentales. Por ejemplo, la libertad de movimiento y circulación (CP art. 24) se encuentra ligada al transporte automotor, y el desarrollo económico depende también, en gran medida, de la existencia de medios adecuados de transporte terrestre. Sin embargo, la actividad transportadora terrestre implica también riesgos importantes, por cuanto los adelantos técnicos permiten que los desplazamientos se realicen a velocidades importantes, con vehículos que son potentes y pueden afectar gravemente la integridad de las personas. Por todo lo anterior, ‘resulta indispensable no sólo potenciar la eficacia de los modos de transporte sino garantizar su seguridad’, lo cual supone una regulación rigurosa del tráfico automotor. Ha dicho al respecto esta Corporación:

‘El tránsito automotriz está rodeado de riesgos. No en vano se ha establecido que la conducción de vehículos constituye una actividad de peligro. Asimismo, los accidentes de tránsito representan una causa importante de mortalidad y de daños en las sociedades modernas. Por consiguiente, el Estado tiene la obligación de regular la circulación por las carreteras, de manera tal que se pueda garantizar, en la medida de lo posible, un tránsito libre de peligros, que no genere riesgos para la vida e integridad de las personas. Con este propósito, se han expedido normas e instituido autoridades encargadas de su ejecución"5. (Sentencia T-258 de 1996. MP Eduardo Cifuentes Muñoz. Fundamento 7. En el mismo sentido”. (Sentencia T-258 de 1996. MP Eduardo Cifuentes Muñoz. Fundamento 7. En el mismo sentido, ver, entre otras, las sentencias T-287 de 1996, C-309 de 1997 y C-066 de 1999).

“La importancia y el carácter riesgoso del tránsito vehicular justifican entonces que esta actividad pueda ser regulada de manera intensa por el Legislador, quien puede señalar reglas y requisitos destinados a salvaguardar la vida e integridad de las personas, así como a proteger los bienes y propiedades. Por ello esta Corte ha resaltado que el tránsito es una actividad “frente a la cual se ha considerado legítima una amplia intervención policiva del Estado, con el fin de garantizar el orden y proteger los derechos de las personas”. El control constitucional ejercido sobre las regulaciones de tránsito debe entonces ser dúctil, a fin de no vulnerar esa amplitud de la libertad de configuración y de las facultades del Legislador para regular el tránsito, debido a su carácter riesgoso…”. 

7.15 En razón de lo expuesto se concluye que el acusado estaba obligado a extremar sus cuidados para evitar que se produjeran resultados lesivos para las personas que transportaba y de las que se encontraban en los sectores aledaños a la vía por la que transitaba, conducta que no realizó el señor Fajardo al transitar a excesiva velocidad por el sector de las galerías de esta ciudad, lo que se tradujo en un incremento del  nivel de riesgo permitido que tuvo injerencia en el resultado producido, ya obra prueba testimonial que demuestra que el taxista Fajardo venía a una velocidad mínima de 42 k/ph y alcanzó a ver al señor Londoño, lo que explica que hubiera accionado el pito de su carro insistentemente, por lo cual de haber conducido su vehículo dentro de los límites permitidos, seguramente habría podido detener su vehículo, o en su defecto, no habría impactado tan fuertemente al señor Londoño cuando este se encontraba atravesando la calle 41, situación que es la que finalmente determina la existencia de una relación causal entre la conducta imprudente del conductor del taxi y la  muerte de la víctima.

7.16 En ese orden de ideas, la Sala concluye que en este caso se demostró la existencia de una conducta culposa por parte del señor Jefferson Danilo Parra, quien en ejercicio de su rol de conductor de un vehículo de servicio público, infringió las normas de protección establecidas en el CNT que fueron referidas anteriormente, lo que tuvo injerencia directa en la causación de la muerte de la víctima.
Por lo tanto el resultado lesivo para el bien jurídico de la vida de la víctima se le puede atribuir al procesado, siguiendo los lineamientos de la teoría de la imputación objetiva, que obra como componente dogmático correctivo de la simple causalidad física, tal como se manifestó en CSJ SP del 27 de octubre de 2004, radicado 20926, donde se expuso lo siguiente:

“(…) se debe recordar que la imputación jurídica del resultado, que se constituye en el primer nivel de desarrollo de la teoría de la imputación objetiva, se sustenta en el principio de que el riesgo jurídicamente desaprobado que se concreta de manera efectiva en la producción del resultado, es el fundamento de la imputación, con lo cual se pretende superar aquellas tendencias ontologicistas que enlazaban acción y resultado con exclusivo apoyo en las conocidas teorías de la causalidad (teoría de la equivalencia, conditio sine qua non, causalidad adecuada, relevancia típica).  

En ese margen, los criterios de imputación objetiva parten de dos supuestos básicos: el de riesgo permitido y el principio de confianza, que determinan el estado de interacción normal de las relaciones sociales y de los riesgos que en ellas se generan. De manera que, sólo cuando la víctima asume conjuntamente con otro una actividad generadora de riesgos (lo cual acá no ocurre), puede eventualmente imputársele el resultado a la víctima, siempre que esta tenga conocimiento del riesgo que asume. En consecuencia, si es el autor quien recorre la conducta descrita en el tipo penal (quien crea el riesgo), el resultado debe serle imputado a aquel y no a la víctima, pues ésta obra dentro del principio de confianza que le enseña que en el tráfico de las relaciones sociales el vendedor realizará el comportamiento en el ámbito de competencia que le impone la organización.

Si se quisiera ir mas allá, podría también decirse que “actualmente el juicio de imputación se fundamenta en la delimitación de ámbitos de competencia: solo se responde por las conductas o resultados que debo desarrollar o evitar en virtud de los deberes que surgen de mi ámbito de responsabilidad y que se desprenden de los alcances de la posición de garante. Lo demás –salvo los deberes generales de solidaridad que sirven de sustento a la omisión de socorro – no le concierne al sujeto, no es de su incumbencia.”  (Subrayas agregadas) 

7.17 Estas consideraciones de la Sala excluyen el reconocimiento de la situación de autopuesta en peligro por parte de la víctima, o culpa exclusiva de esta, que sirvió de sustento a la sentencia recurrida, sobre lo cual se debe precisar lo siguiente:

En el juicio se estableció en el proceso que el señor Serafín Londoño ingresó de manera intempestiva a la vía por donde transitaba el taxista Fajardo, actuación que desde un punto de vista causal tuvo injerencia en el resultado producido.

En principio se podría pensar que la conducta atribuida a la víctima significó una vulneración del principio de confianza, en la medida en que la persona que conduce su vehículo por el carril que le corresponde tiene la expectativa de que este no va a ser invadido de manera inesperada por un tercero, como ocurrió en el caso en estudio.

Sin embargo, en atención a las particularidades del caso, se debe decir que frente a la situación específica del señor Fajardo Parra, no resulta viable aplicar el principio de confianza para eximirlo de responsabilidad penal, como se hizo en el fallo de primera instancia, ya que igualmente se comprobó que el acusado transitaba a exceso de velocidad en un sector donde había alta afluencia de personas y no funcionaban los semáforos, situación que debía conocer el procesado en ejercicio de sus labores habituales como taxista, fuera de que el motorista tuvo la posibilidad de observar a la víctima, a una distancia cercana a una cuadra del sitio donde la impactó.

7.18 Por tales razones, el asunto no se puede resolver en favor del incriminado, acudiendo al principio de confianza, pues lo que se desprende es que en este caso el señor Fajardo tenía el deber de asumir el principio de seguridad, conforme a lo decidido en CSJ SP del 16 de octubre de 2013, radicado 39023, donde se examinó lo concerniente a la aplicación de los citados principios así:
(…)

1.4. Sobre el principio de confianza, esta Colegiatura ha precisado que tiene su origen en la dinámica y complejidad del mundo moderno, en el que se presenta un actuar conjunto que involucra diversos aportes especializados (división de trabajo) dirigidos a la consecución de un fin, sin que sea viable que una sola persona controle todo el proceso ni exigible que cada individuo revise el trabajo ajeno. Así, es claro que uno de los soportes de las actividades de equipo con especialización funcional es la confianza entre sus miembros, situación que se aplica a aquella actividad compleja por su especialización funcional que conocemos como el tráfico rodado. 

El principio de confianza guarda estrecha relación con el concepto de riesgo permitido. Se dice, entonces, que la simple relación de causalidad material no es suficiente para concluir en la responsabilidad penal del procesado (“la causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del resultado” artículo 9º del Código Penal) y, por tanto, es preciso acreditar que la consecuencia lesiva es "obra suya", o sea, que depende de su comportamiento como ser humano; en últimas, que le es atribuible.

Le es imputable al agente un determinado resultado (imputación jurídica u objetiva) si con su comportamiento despliega una actividad riesgosa, es decir, va más allá del riesgo jurídicamente permitido o aprobado. Si así actúa, entra al terreno de lo jurídicamente desaprobado porque crea un riesgo no permitido, y el resultado dañoso le será atribuible si, además del ejercicio de la actividad riesgosa y la superación de un riesgo permitido, el resultado antijurídico tiene vínculo con dichos antecedentes. Dicho de otra forma, a la asunción de la actividad peligrosa debe seguir la superación del riesgo legalmente admitido y a éste, en perfecta ilación, el suceso fatal.

En contraste, la imputación jurídica no se configura, o desaparece, si aún en desarrollo de una labor peligrosa, el autor no trasciende el riesgo jurídicamente admitido, o no produce el resultado ofensivo, por ejemplo porque el evento es imputable exclusivamente a la conducta de la víctima.

Ahora bien, una circunstancia que exime de la imputación jurídica u objetiva por disolución de la actividad peligrosa o por desaparición de la superación del riesgo permitido, es el denominado principio de confianza, en virtud del cual el hombre normal espera que los demás actúen de acuerdo con los mandatos legales que le corresponde observar.

Así lo ha precisado la jurisprudencia de la Sala: 

“Tal principio de confianza opera en una comunidad determinada de interrelación, cuando quien realiza el riesgo tolerado conforme a las normas que disciplinan la actividad correspondiente puede esperar que quienes intervienen en el tráfico jurídico también observen a su vez las reglas pertinentes, de modo que no se le puede imputar un resultado antijurídico en desarrollo de la actividad riesgosa permitida conforme al deber de atención, si en ésta interfiere un tercero que desatiende la norma de cuidado que le es exigible, o si a pesar de no atender la norma de cuidado esta desatención no fue determinante en tal producto, sino la injerencia, dolosa o culposa, de ese tercero”.


Por otra parte, como no todo principio es absoluto, se tiene que el de confianza se exceptúa por el también conocido como principio de seguridad. Este postulado significa que el hombre medio debe prever que si bien su comportamiento puede, en general, sujetarse al principio de confianza y así tener una cierta seguridad en cuanto a que aquel con quien interactúa también cumplirá su función, de todos modos existen circunstancias excepcionales en las que, con el fin de evitar el riesgo y el consiguiente daño antijurídico, debe actuar conforme el principio de defensa y así adecuar su comportamiento a una excepcional situación en la que no tiene vigencia el principio de confianza. Si así no lo hiciere, el agente creará un riesgo no permitido y le será imputable el resultado dañoso que se produzca como consecuencia de no obrar conforme el principio de defensa.  

Sobre las situaciones específicas en las que se exceptúa el principio de confianza, especialmente en el tráfico vehicular  se ha citado, entre otras, el comportamiento de individuos, quienes por sus especiales características o por la alteración de sus facultades mentales superiores (v. gr. menores de edad, ancianos, personas en estado de embriaguez) no se espera de ellas razonablemente que ajusten su actuar como lo haría una persona en condiciones normales. 

Pero más allá de estas particulares situaciones, la jurisprudencia de la Corporación ha señalado que la excepción del principio de  confianza está guiada por la apreciación racional de las pautas que la experiencia brinda o de las concretas condiciones en que se desenvuelve una actividad u organización determinada, porque son elementos que posibilitan señalar si una persona, al satisfacer las reglas de comportamiento que de ella se esperan, está habilitada para confiar en que el dolo o la culpa de los demás que interactúan en el tráfico jurídico no la van a afectar.

Y en CSJ SP del 25 de mayo de 2015, radicado 45329, se expuso lo siguiente:
“(…) 

Ahora bien, debido a que no existe un catálogo de deberes de cuidado, la doctrina y la jurisprudencia han sistematizado una serie de pautas que sirven de directrices para establecerlo, que han sido concretadas por la Corte de la siguiente manera:

«1. El autor debe realizar la conducta como lo haría una persona razonable y prudente puesta en el lugar del agente, de manera que si no obra con arreglo a esas exigencias infringirá el deber objetivo de cuidado. Elemento con el que se aspira a que con la observancia de las exigencias de cuidado disminuya al máximo los riesgos para los bienes jurídicos con el ejercicio de las actividades peligrosas, que es conocido como el riesgo permitido.

2. Las normas de orden legal o reglamentaria atinentes al tráfico terrestre, marítimo, aéreo y fluvial, y a los reglamentos del trabajo, dirigidas a disciplinar la buena marcha de las fuentes de riesgos.

3. El principio de confianza, que surge como consecuencia de la anterior normatividad, y consiste en que quien se comporta en el tráfico de acuerdo con las normas puede y debe confiar en que todos los participantes en el mismo tráfico también lo hagan, a no ser que de manera fundada se pueda suponer lo contrario.

Apotegma que se extiende a los ámbitos del trabajo en donde opera la división de funciones, y a las esferas de la vida cotidiana, en las que el actuar de los sujetos depende del comportamiento asumido por los demás.

4. El criterio del hombre medio, en razón del cual el funcionario judicial puede valorar la conducta comparándola con la que hubiese observado un hombre prudente y diligente situado en la posición del autor. Si el proceder del sujeto agente permanece dentro de esos parámetros no habrá violación al deber de cuidado, pero si los rebasa procederá la imprudencia siempre que converjan los demás presupuestos típicos»
. (Negrita fuera de texto original).


Teniendo en cuenta lo anterior, si se analiza la concreta situación que rodeó el hecho a partir de un juicio ex ante, tenemos que existía una norma de cuidado que todo hombre diligente debe acatar, contenida en el artículo 74 del Código Nacional de Tránsito Terrestre, según la cual, los conductores deben reducir la velocidad a 30 kilómetros por hora cuando se reduzcan las condiciones de visibilidad.  

(…)

Así, el hecho resultante fue causado por la infracción al deber de cuidado del conductor, pues es preciso recordar que la imprudencia no es un concepto psicológico sino normativo
, en donde lo decisivo es la infracción a la norma de cuidado, que al ser violada, como en este caso, torna la acción imprudente por sí misma y la agrava al causarse el resultado lesivo del bien jurídico vida de dos ciudadanos que constituye el resultado que la norma pretende evitar. En este sentido ha sostenido reiteradamente la Sala:

«por regla absolutamente general se habrá de reconocer como creación de un peligro suficiente la infracción de normas jurídicas que persiguen la evitación del resultado producido»
.

«Así mismo, se crea un riesgo jurídicamente desaprobado cuando concurre el fenómeno de la elevación del riesgo, que se presenta “cuando una persona con su comportamiento supera el riesgo admitido o tolerado jurídica y socialmente, así como cuando, tras sobrepasar el límite de lo aceptado o permitido, intensifica el peligro de causación de daño»
.

Así, frente a este aspecto concluye la Sala que el procesado si violó el deber objetivo de cuidado que le era exigible…” 

7.19 En el caso sub lite, el juez de primer grado sustentó el fallo absolutorio en favor del procesado en el hecho de que el accidente se presentó por culpa exclusiva de la víctima, lo que se ha definido como la consecuencia de una acción a propio riesgo del ofendido que generó su autopuesta en peligro.

Sin embargo la Sala considera que se debe aplicar el precedente CSJ SP 16636 del 20 de mayo de 2003, y ello significa que la situación que invocó el juez de primer grado para absolver al procesado, no resultaba procedente, ya que en razón de la avanzada edad del señor Serafín Londoño Gallego, quien debía cruzar las calles acompañado como lo expuso su amigo Sigifredo Duarte, se deducen ciertas situaciones relevantes en torno a la conducta atribuida a la víctima así: i) no estaba en capacidad de decidir si asumía el riesgo de su acto; ii) no tenía el conocimiento del peligro que iba asumir; y iii) conforme al artículo 25 del C.P. el señor Jefferson Danilo Fajardo Parra tenía el deber de garante de la vida y la integridad de las personas, en razón del ejercicio de una actividad riesgosa como el servicio de transporte público.

Precisamente en la jurisprudencia que se acaba de citar, se examinó el tema las acciones a propio riesgo así:
“(… ) 
Desde otro extremo, la demandante plantea que la causación del resultado nada tuvo que ver con la acción del procesado pues se trató de una acción a propio riesgo por parte de las víctimas que defraudaron el principio de confianza y tornaron inaplicable el principio de seguridad.

La Sala examinará si la muerte de los peatones fue producto de una acción a propio riesgo que pueda excluir la imputación objetiva, para lo cual la jurisprudencia de la Corporación ha venido exigiendo:

«falta la creación del riesgo desaprobado cuando alguien sólo ha participado con respecto a la conducta de otro en una “acción a propio riesgo”
, o una “autopuesta en peligro dolosa”
, para cuya procedencia la Sala ha señalado los siguientes requisitos:

Para que la acción a propio riesgo o autopuesta en peligro de la víctima excluya o modifique la imputación al autor o partícipe es necesario que ella:

Uno. En el caso concreto, tenga el poder de decidir si asume el riesgo y el resultado.

Dos. Que sea autorresponsable, es decir, que conozca o tenga posibilidad de conocer el peligro que afronta con su actuar. Con otras palabras, que la acompañe capacidad para discernir sobre el alcance del riesgo.

Tres. Que el actor no tenga posición de garante respecto de ella»
.  (Subrayas agregadas).
Con base en el precedente antes citado, se puede concluir que no resultó acertado el argumento del juez de primer grado, ya que es opuesto al precedente referido, para sustentar la absolución del acusado en la presunta culpa exclusiva de la víctima, situación que aparece desvirtuada en razón de las circunstancias concretas que rodearon el presente caso, que indican de acuerdo a la prueba practicada, que en razón de la situación particular del señor Londoño Gallego, derivada de su edad avanzada, no era posible exigirle un pleno conocimiento del acto que realizó, hasta el punto de que era necesario que se le prestara colaboración para cruzar las calles, lo cual desvirtúa el elemento consciente o voluntario de la figura de la autopuesta en peligro de la víctima en este caso, y que paralelamente el señor Fajardo Parra, al transitar a una velocidad excesiva por el sitio donde se produjo el accidente, no asumió el deber de defensa o de seguridad a que estaba obligado en ejercicio de sus labores como conductor, con lo cual vulneró el deber objetivo de cuidado e incrementó el riesgo permitido, siendo determinante su conducta para que se produjera el resultado jurídico, esto es, el homicidio imprudente del señor Serafín Londoño Gallego.

7.20 Con base en las razones enunciadas, esta colegiatura revocará la decisión de primera instancia y en su lugar se proferirá sentencia condenatoria contra el procesado Jefferson Danilo Parra Fajardo, como responsable del delito de homicidio culposo del cual fue víctima el señor Serafín Londoño Gallego.
8. DOSIFICACION PUNITIVA:

8.1 En atención a lo dispuesto en los artículos 109 del C.P. los cuartos de pena se fijan así:

Primer cuarto = de 32 meses a 51 meses de prisión 

Cuartos medios = de 51 meses y 1 día a 89 meses de prisión 
Cuarto máximo = de 89 meses y 1 día a 108 meses de prisión 
La sanción de multa se establece de la siguiente manera: 

Primer cuarto: de 20 smlmv a 40 smlmv 

Cuartos medios: de 40 smlmv a 80 smlmv

Cuarto máximo: de 800 smlmv a 100 smlmv 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 del Código Penal, y teniendo en cuenta que en el caso que se estudia concurre una circunstancia de menor punibilidad como lo es la carencia de antecedentes penales, la sanción se fijará en el mínimo del primer cuarto, es decir 32 meses de prisión y multa equivalente a 20 SMLMV para el año 2011.

Siguiendo esos mismos lineamientos, y teniendo en cuenta que la conducta punible que le fue atribuida al acusado fue cometida utilizando un vehículo automotor, se debe igualmente imponer la privación del derecho a conducir vehículos automotores por el lapso de 3 años (art. 109 inciso 2º C.P.). 
Se le impondrá la interdicción de derechos y funciones públicas por el mismo tiempo de la pena principal.

8.2 SOBRE LA EJECUCIÓN DE LA PENA

Teniendo en cuenta que en el caso sub examen: i) la pena concreta impuesta al procesado no superó los 4 años de prisión; ii) no existe prueba de que el señor Jefferson Danilo Fajardo Parra presente antecedentes penales; y iii) no fue sentenciado por ningún delito de los contemplados en el inciso 2º del artículo 68A de la ley 599 de 2000, se puede concluir que en el presente asunto se cumplen los factores objetivo y subjetivo previstos en el artículo 63 Ibídem, motivo por el cual es merecedor del subrogado de la ejecución condicional. 

9. CONSIDERACIÓN ADICIONAL 

En esta decisión se concluyó que se presentó una conducta imprudente del afectado que tuvo injerencia causal en el accidente que le costó la vida, pero que no fue reconocida como un evento de culpa exclusiva de la víctima, lo que generó la revocatoria del fallo de primer grado.

En consecuencia, siguiendo la línea mayoritaria de pensamiento de esta colegiatura, se dispondrá que en caso de tramitarse el incidente de reparación integral en el presente caso, las declaraciones o condenas de carácter civil que se hagan deben ser reducidas en un porcentaje del cuarenta por ciento, 40% en  razón de la situación antes anotada.

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley;
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia del 17 de abril de 2015 del juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, donde se absolvió al señor Jefferson Danilo Fajardo Parra por el delito de homicidio culposo en perjuicio del señor Serafín Londoño Gallego, en lo fue objeto de impugnación. En consecuencia, se dictará sentencia condenatoria en contra del acusado como responsable del citado delito. 
SEGUNDO: IMPONER al procesado las penas principales de 32 meses de prisión, multa equivalente a 20 SMLMV para la fecha el año 2011 y suspensión de la conducción de automotores y motocicletas por un período de tres años.
TERCERO: DISPONER la interdicción de derechos y funciones públicas por el mismo tiempo de la pena principal.

CUARTO: CONCEDER al procesado el subrogado de la condena de ejecución condicional, ya que en su caso se cumplen los requisitos previstos en el artículo 63 del CP, modificado por el artículo 29 de la ley 1709 de 2014, bajo caución juratoria, para lo cual deberá suscribir la diligencia de compromiso ordenada por el artículo 65 del Código Penal.

QUINTO: DISPONER que en caso de tramitarse el incidente de reparación integral en el presente caso, las declaraciones o condenas de carácter civil que se hagan sean reducidas en un cuarenta por ciento (40%), en razón a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.

SEXTO: SEÑALAR que contra esta providencia no procede el recurso de apelación en atención a lo dispuesto en la decisión de la SP de la CSJ, del 27 de julio de 2016, radicado 48.442, M.P. Gustavo Enrique Malo Fernández. 

SÉPTIMO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación, el cual debe ser interpuesto en el término de ley. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

(Con aclaración y salvamento de voto)
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario
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